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1.9.1 Introducción
Nuestra Institución se constituye como un defensor de los derechos individuales de todos los colectivos, 
si bien se preocupa de manera especial por aquellos que se presentan como más vulnerables en nuestra 
sociedad. En este sentido, menores y adolescentes constituyen uno de los sectores que por innumerables 
situaciones sufren agresiones de un entorno a veces hostil y de una sociedad que se construye con enormes 
problemas y pocas oportunidades para ellos.

Por tanto, todas las personas menores de edad, por el simple hecho de serlo, tienen la consideración de 
“vulnerables”. Sin embargo, dentro de ellas hay algunas que, por sus circunstancias o razones diversas, viven 
en situación de especial riesgo o vulnerabilidad. Son niños que no disponen de atención o cuidado de sus 
familias y están desprotegidos y desamparados; niños y niñas que están sufriendo por ser objeto de maltrato 
o abuso tanto en el ámbito familiar como escolar; menores que tienen problemas de salud mental; aquellos 
otros que consumen drogas o alcohol; también quienes tienen necesidades educativas especiales y más 
dificultades para ejercer su derecho a la educación; o aquellos jóvenes que han cometido actos delictivos. 

Tampoco debemos olvidar a los niños y niñas afectados por la pobreza, especialmente en los últimos tiempos 
como consecuencia de esta cruel crisis económica que tanto daño ha ocasionado y que ha agravado las 
situaciones de las familias en riesgo de exclusión social y la pobreza infantil. En 2016 ha continuado la 
guerra de cifras sobre los niños pobres. Esta polémica no puede hacernos perder la perspectiva de que, 
en cualquier caso, la pobreza ataca a la infancia y que hemos de aunar todos los esfuerzos para luchar 
contra esta lacra social. 

Junto a estos colectivos existen otros también especialmente vulnerables como consecuencia de las nuevas 
realidades sociales, los cambios económicos, y las características de los actuales flujos migratorios. Asistimos 
a una nueva infancia vulnerable, una infancia todavía demasiado invisible. Nos referimos a los menores 
víctimas de trata de seres humanos, los menores extranjeros no acompañados, y los menores refugiados.

Los problemas que atañen a estos niños y niñas que hemos denominado especialmente vulnerables 
constituyen el pilar básico de nuestras intervenciones, las cuales se realizan a instancia de parte o promovidas 
de oficio por la Defensoría. Pero no son las únicas. Las facetas en las que interviene el Defensor son tan 
variadas que, prácticamente, inciden en todos los aspectos de la vida de la infancia y adolescencia y afectan 
a la diversidad de derechos fundamentales y libertades públicas que los mismos ostentan. 

Seguidamente ofrecemos un resumen de algunas de las principales intervenciones que nuestra Institución 
ha venido desarrollando en asuntos relacionados con menores de edad. Un documento que será ampliado 
y completado en el Informe que en nuestra condición de Defensor del Menor de Andalucía se ha de 
presentar al Parlamento andaluz. 

Esta forma de dar cuenta de nuestro trabajo, desde una visión transversal que prioriza el interés superior 
del menor cualquiera que sea el ámbito o la esfera de la vida afectada, viene a evidenciar la especial 
preocupación y el interés de la Institución por todas las actuaciones que garanticen el cumplimiento de 
los derechos de la infancia y adolescencia. 

1.9.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.9.2.1 Menores en situación de riesgo
1.9.2.1.1 Denuncias de riesgo en el entorno social y familiar 
de los menores
En ocasiones es requerida nuestra intervención como Defensor del Menor de Andalucía ante situaciones de 
riesgo de menores de edad. Son habituales las denuncias, especialmente de carácter anónimo, que nos ponen 
sobre aviso de que algunos niños o niñas pudieran estar recibiendo malos tratos por sus progenitores. 
También aquellas otras que nos informan sobre la conducta negligente de los padres con los hijos.
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En la tramitación de estos 
expedientes procedemos al 
traslado de tales denuncias a 
las autoridades competentes, 
promoviendo de este modo 
su intervención en la solución 
de l  problema p lanteado: 
Preferentemente nos dirigimos 
a las Corporaciones locales que 
tienen atribuidas por el artículo 
18 de la Ley 1/1998, de 20 de 
abril, de los derechos y la atención 
al menor, las competencias para 
detectar e intervenir directamente 
ante situaciones de riesgo.

Se trata de asuntos especialmente 
delicados, motivo por el que esta 
Institución siempre advierte a 
los ayuntamientos a los que nos 

dirigimos de que no disponemos de ningún elemento probatorio de la veracidad de las manifestaciones 
efectuadas por la persona denunciante, a pesar de lo cual y ante el riesgo de que pudieran encontrarse 
comprometidos los derechos e integridad del menor ponemos los hechos en conocimiento de dicho 
organismo. En cualquier caso, recordamos el deber genérico de reserva y confidencialidad respecto de los 
datos personales, al tiempo que rogamos se evite en lo posible intromisiones no necesarias en la intimidad 
personal y familiar de las personas afectadas.

De este modo, tras recibir una denuncia -normalmente anónima- o bien tras tener constancia de los 
hechos por noticias publicadas en medios de comunicación o cualquier otra fuente, iniciamos una de estas 
actuaciones. Así en la queja 16/1259 nos interesamos por la posible situación de riesgo de una menor 
de San Juan de Aznalfarache (Sevilla) y pedimos la intervención de la citada corporación local. En la queja 
16/1318 pedimos dicha intervención en relación con dos menores residentes en Camas (Sevilla). En la queja 
16/0405 el menor en cuestión, en posible situación de desamparo residía en Ronda (Málaga). En la queja 
16/4173 actuamos ante la posible situación de riesgo de una adolescente de Vélez Málaga. 

En todos estos casos la respuesta de los servicios sociales comunitarios se orienta a comprobar la veracidad 
de los hechos expuestos en la denuncia, actuando en consecuencia a los datos corroborados. No deja de ser 
frecuente que los servicios sociales municipales ya dispusieran de antecedentes de la familia y al remitirnos 
información sobre su actuación en el caso concreto nos relaten antecedentes de intervenciones anteriores 
con el núcleo familiar e incluso con su familia extensa, aportando detalles del resultado final de su actuación. 

1.9.2.1.2 Supervisión de las actuaciones de los Servicios 
Sociales Comunitarios
Los Servicios Sociales comunitarios constituyen el primer escalón de la intervención social con menores en 
la detección y/o intervención en situaciones de riesgo, y en ocasiones se pone en cuestión las actuaciones 
acordadas tras denuncias sobre posible situación de riesgo de los menores. Estas reclamaciones, en 
ocasiones, son planteadas por las propias familias, tal como aconteció en la queja 16/0879 donde una 
abuela solicitaba la intervención de la Defensoría respecto de sus nietos. Tras dar trámite a la queja 
apreciamos que la situación de los menores descrita por la abuela encuadra en la definición de riesgo que 
ofrece la Ley, de lo que derivan los efectos en ella previstos, esto es, la nueva redacción de la ley 1/1996, 
de Protección Jurídica del Menor, impone que tras detectar una “situación de riesgo” se ha de elaborar y 
poner en marcha con la familia un proyecto de intervención social y formativo en habilidades sociales y 
familiares, que deberá recoger los objetivos, actuaciones, recursos y previsión de plazos, promoviendo los 
factores de protección del menor y manteniendo a éste en su medio familiar. 
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Resulta crucial que en la elaboración de este proyecto de intervención participen los progenitores, tutores, 
guardadores o acogedores en su elaboración. Prevé la Ley que también se comunique y consulte con el 
menor afectado, si tuviere suficiente madurez y, en todo caso, a partir de los doce años, y se prevé que los 
progenitores hayan de colaborar activamente, según su capacidad, en la ejecución de las medidas indicadas 
en el referido proyecto. La omisión de la colaboración prevista en el mismo dará lugar a la declaración de 
la situación de riesgo del menor.

Y precisamente ésta era la situación que se daba en la queja. Los Servicios Sociales de Maracena (Granada) 
debían valorar si los progenitores están colaborando de forma activa en el programa de intervención social 
diseñado para compensar los déficits detectados y, en caso negativo, subir un escalón en las medidas de 
intervención procediendo a la declaración formal de la situación de riesgo.

La nueva redacción de la Ley prevé que dicha resolución administrativa incluya las medidas tendentes 
a corregir la situación de riesgo cuyos resultados habrán de ser evaluados. En los supuestos en que se 
estime que existe una situación de desprotección que puede requerir la separación del menor de su ámbito 
familiar o cuando, concluido el período previsto en el proyecto de intervención o convenio, no se hayan 
conseguido cambios en el desempeño de los deberes de guarda que garanticen que el menor cuenta con 
la necesaria asistencia moral o material, dicha situación se pondrá en conocimiento de la Entidad Pública 
de Protección de Menores a fin de que valore la procedencia de declarar la situación de desamparo, 
comunicándolo al Ministerio Fiscal.

Así pues, conforme a los hechos expuestos, recomendamos al Ayuntamiento de Maracena que actualizase 
los datos relativos a la situación familiar, verificando expresamente el cumplimiento de la obligación de 
escolarización obligatoria de la adolescente, así como su posible situación de riesgo derivada de su residencia 
habitual en el domicilio de su pareja sentimental.

También recomendamos que se verificase el modo en que la familia atiende al hermano menor, en lo 
relativo a su alimentación, cuidado de salud, sus tiempos de ocio y de estudio, así como sus horas de sueño.

Y por último pedimos que se examinase el grado de cumplimiento de los objetivos marcados por el 
Equipo de Tratamiento Familiar conforme a los compromisos adquiridos con la familia, y que a la vista 
de los resultados se proponga a los padres un nuevo plan de intervención conforme a la legislación 
actualmente aplicable, con objetivos y plazos detallados, contando en su elaboración con el concurso 
de ambos menores.

En respuesta a estas Recomendaciones y en lo relativo a la escolarización de la adolescente, el Ayuntamiento 
nos informó de las reuniones de coordinación y seguimiento mantenidas con el centro escolar, habiendo 
constatado la asistencia regular a clase de la alumna, y sin que, por tanto, se hiciera necesario activar las 
actuaciones previstas en el protocolo de prevención de absentismo escolar.

En cuanto al hermano menor, fuimos informados de las actuaciones realizadas para disponer de datos 
actualizados sobre su estado. Dichos datos se desprendían del seguimiento que venía efectuando sobre 
la evolución de la familia el Equipo de Tratamiento Familiar en coordinación con los dispositivos sanitarios 
de zona, sin que fuese destacable ninguna incidencia especialmente reseñable.

Concluía su informe el Ayuntamiento señalando que desde el último acuerdo con compromisos firmado 
entre la familia y los servicios sociales municipales, estos habían sido revisados y actualizados adaptándolos 
a la evolución de las circunstancias familiares y a los avances conseguidos. Recalca el informe que en el 
cumplimiento de tales compromisos se había producido una mayor colaboración por parte de la madre, 
no así por el padre de los menores, que no había asistido a muchas de las citas planteadas a lo largo de la 
intervención. La intervención social proseguía fundamentalmente con la madre que era quien había asumido 
de forma decisiva el cuidado de sus hijos, con visos de tener una evolución favorable de su situación.

A la vista de esta información concluimos nuestra intervención en la queja al haber actuado el Ayuntamiento 
en congruencia con nuestras Recomendaciones, y sin que de los datos obtenidos se considerase necesaria 
una intervención social con la familia de mayor intensidad que la realizada hasta esos momentos.
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Nos referiremos ahora a la atención que prestan los servicios sociales comunitarios a las familias de los 
trabajadores inmigrantes que, en situaciones de especial precariedad, acuden a Andalucía para realizar 
faenas agrícolas. En ocasiones estas personas vienen acompañadas de sus hijos menores de edad, a quienes 
atienden conforme a sus posibilidades, sin que dispongan de redes familiares y sociales de apoyo que les 
auxilien en el cuidado de sus hijos mientras se encuentran trabajando, situación que es especialmente 
delicada en los casos en que los hijos no estuvieran en edad de escolarización obligatoria y también en 
los períodos fuera del horario lectivo en que tuvieran que permanecer en su domicilio sin que los padres 
hubieran regresado aún tras cumplir su jornada laboral. También en aquellos períodos de vacaciones 
escolares no coincidentes con las vacaciones laborales en los que la conciliación de la vida laboral con la 
familiar se hace imposible sin el apoyo de familia extensa, red social, o instituciones públicas que habilitasen 
servicios específicos para cubrir esta necesidad social.

Estas fueron las reflexiones que hubimos de concluir tras una investigación de oficio (queja 16/1139) 
iniciada tras tener conocimiento, por los medidos de comunicación, de la detención de los padres de un 
menor a quien habían dejado solo en casa, encerrado en una habitación clausurada con un candado, 
ello ante la imposibilidad de confiar su cuidado a familiares o entorno social que se pudiera hacer cargo 
de él mientras trabajaban.

Tras el trámite de la queja pudimos constatar que la corporación local de Almonte (Huelva) tenía conocimiento 
de la precaria situación de la familia desde años atrás, en concreto desde 2013. Los servicios sociales 
municipales actuaron a demanda de la madre y recabaron información sobre la familia en el momento en 
que tramitaron la documentación necesaria para la obtención del permiso de residencia y trabajo. En esos 
momentos llegaron a desplazarse al domicilio familiar, pudiendo acreditar tanto las características del hogar 
familiar como la red familiar de apoyo con que contaba la madre y las circunstancias socio económicas en 
que se encontraba.

Posteriormente, los servicios sociales volvieron a conocer la difícil situación familiar cuando en octubre de 
2015 fue requerida la intervención de aquellos al ser expulsados de la vivienda por los compañeros de 
piso. Este problema quedó resuelto tras cambiar de domicilio y pasar a compartir una nueva vivienda con 
otras personas. En ese momento la madre relató a los servicios sociales sus problemas económicos y las 
dificultades para hacer frente a gastos básicos tales como alimentación y vivienda. Los servicios sociales 
respondieron a esa demanda facilitando la inclusión del menor en el programa de refuerzo de alimentación 
infantil en colegios de Andalucía.

Así pues, aprovechando el ejemplo de las actuaciones realizadas por los servicios sociales en este 
caso concreto, reflexionamos en torno a la necesidad de que en estos casos la intervención ha de 
ser más proactiva. No creemos que en estos casos baste con actuar a demanda y de forma limitada, 
lo cual implicaría asumir como inevitables hechos como los ocurridos en esta queja. Creemos que las 
especiales circunstancias que concurren en estos casos hace indispensable una actitud más decidida, 
con destacado empeño en una labor preventiva de situaciones de riesgo que consideramos previsibles 
y evitables.

El reproche penal que pudieran recibir los progenitores del menor por su actitud no puede dejar de lado 
que nos centremos en qué pudieron hacer los servicios sociales comunitarios para prevenir esta situación, 
y por ello formulamos una Recomendación al Ayuntamiento de Almonte para que elaborase un programa 
especial de intervención con familias emigrantes temporeras con hijos a su cargo, residentes en ese 
municipio, con la finalidad de que estas personas dispongan de medios con que conciliar su vida laboral y 
familiar, y que, en todo caso, quede garantizado que los menores se encuentran correctamente atendidos, 
con la cobertura de sus necesidades básicas.

A la fecha de la redacción de este informe nos encontramos a la espera de recibir respuesta de la mencionada 
corporación local.

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/preguntamos-por-el-encierro-de-un-menor-en-su-casa-de-almonte-solo-mientras-la-familia-iba-a
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1.9.2.1.3 Supervisión de los equipos de tratamiento familiar
Uno de los elementos destacados con que cuentan las corporaciones locales para desempeñar sus 
competencias en materia de atención social a familias y menores son los equipos de tratamiento familiar. 
Los profesionales de estos servicios especializados trabajan con las familias con menores en situación de 
riesgo o desprotección para que adquieran pautas rehabilitadoras que compensen la situación de riesgo 
o desprotección que pueda afectar directa o indirectamente al bienestar de los menores.

A pesar de las conocidas bondades de este servicio especializado, en ocasiones se cuestiona la labor 
desempeñada por sus profesionales. Tal es el caso de la queja 15/3272 relativa al equipo de tratamiento 
familiar (ETF) de Alcalá la Real (Jaén), en la que analizamos su actuación tras la denuncia de una persona 
alusiva al trato peyorativo que recibió, favoreciendo por el contrario a su ex pareja, que mantenía un 
vínculo familiar -aunque lejano- con uno de los profesionales integrantes del equipo.

Nuestra intervención estuvo muy condicionada por la antigüedad de los hechos ya que la denuncia fue 
presentada en 2015 respecto de un informe emitido por el ETF cinco años antes. Esta circunstancia trajo 
como consecuencia que la Fiscalía hubiera de archivar sus actuaciones al haber prescrito el posible ilícito 
penal. Aún así, la Fiscalía, lejos de conformarse con el mero archivo de sus actuaciones, decidió comunicar 
las irregularidades detectadas al Ayuntamiento “a los efectos que procedan”. Dichos efectos no podían 
ser otros que los conducentes a su solución, esto es, para que se depurasen las responsabilidades a que 
hubiere lugar, y para evitar que hechos similares se repitieran en el futuro.

Las irregularidades detectadas por la Fiscalía incidían en una cuestión de especial gravedad, como lo es 
toda intervención pública realizada con parcialidad, especialmente si esta intervención -servicio social- se 
produce en un contexto de controversia entre progenitores sobre la guarda y custodia y régimen de visitas 
del hijo que tienen en común, existiendo además connotaciones de violencia de género.

En esta tesitura los datos de los que disponíamos en el expediente hicieron que no pasásemos por alto 
la vinculación familiar de una profesional del ETF con una de las partes en litigio. Aún cuando este vínculo 
familiar pudiera considerarse no excesivamente cercano sí que podía implicar una situación de amistad 
o especial sintonía con una de las partes (el padre del menor) que debieron motivar su inhibición, o al 
menos la notificación de esta incidencia a la otra parte (la madre del menor) para que ésta pudiera, si así 
lo estimaba conveniente, solicitar su recusación. 

El hecho de que la profesional interviniente en el caso no se hubiera inhibido ni tampoco comunicado a 
la madre del menor su vinculación familiar con el padre podía poner en tela de juicio sus actuaciones, no 
pudiendo, por tanto, considerarse descabellada la duda expresada por la Fiscalía en torno a si su intervención 
hubiera podido favorecer de forma injusta a una de las partes, más aún por afectar a una temática tan 
sensible cual es la relativa a las relaciones paterno filiales, en que inciden elementos de la vida privada de 
las familias y sobre los que ha de primar el supremo interés del menor como criterio orientador de toda 
intervención.

En este contexto, recordamos a la corporación local afectada el incumplimiento de deberes legales que se 
produjo en la actuación del ETF, respondiéndonos que aunque no estimaban que se hubiese producido 
una actuación parcial asumían nuestro posicionamiento, y nos informaban de la modificación de sus 
protocolos de actuación, concretamente del documento de “consentimiento informado” utilizado en el 
primer contacto con la familia, incluyendo en el mismo un ítem relativo al conocimiento de la existencia de 
algún tipo de parentesco o amistad que pudiera ser motivo de la no aceptación del tratamiento familiar.

1.9.2.1.4 Pobreza infantil
Un aspecto destacado en la actuación de los servicios sociales, con especial incidencia en el bienestar de 
los menores, es el relativo a paliar o compensar situaciones de pobreza en las familias, la cual deriva en 
una menor capacidad de éstas para hacer frente a las necesidades básicas de los hijos, con repercusiones 
negativas en todos las facetas de su crecimiento y evolución como personas, y en la relación con sus iguales.
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En cuanto a indicadores de pobreza en las familias sigue destacando de forma negativa en los informes 
que al respecto presentan asociaciones del prestigio de Unicef u otras vinculadas al trabajo social con la 
infancia. A este respecto el documento presentado por Unicef en octubre de 2016 sobre bienestar infantil 
en España, arroja resultados negativos para Andalucía en lo referente a menores residentes en hogares con 
riesgo de pobreza monetaria, riesgo de privación material severa, hogares cuyos integrantes no disponen 
de recursos procedentes de trabajo remunerado, abandono escolar temprano y las tasas relativas de 
hogares en riesgo de pobreza y exclusión social (indice AROPE).

Por su parte, la Red Andaluza de Lucha contra la Pobreza y la Exclusión Social (EAPN-A), integrada por 
distintas asociaciones no gubernamentales que operan en Andalucía, ha presentado en 2016 un informe 
en el que se recalca que el 48,1% de la población menor de 18 años de Andalucía se encuentra en riesgo 
de pobreza y exclusión social, registrándose un 9,8% de menores de 18 años que vive en hogares con 
carencias materiales severas, frente al 9,1% de medida en España.

No puede sorprender, por tanto, que algunas de nuestras actuaciones vengan condicionadas o directamente 
relacionadas con esta situación. Así en la queja 16/1215 una asociación de desempleados postula en 
favor de una renta garantizada o un ingreso mínimo vital que ayudase a evitar casos de familias 
que perdían la custodia de sus hijos por no poder atenderlos adecuadamente. En la queja 16/6254 
la interesada nos exponía la precaria situación en que se encontraba tras romper la relación con el padre 
de su hijo, sin atender éste ninguna de sus obligaciones respecto del menor. Se lamentaba de que por 
la conducta irresponsable del padre se llegase a activar el protocolo de absentismo escolar, temiendo 
que este hecho pudiera poner en riesgo la percepción de la prestación económica que venía percibiendo 
-salario social- que constituía su fuente principal de ingresos. También en la queja 16/2853 se relataban las 
carencias económicas familiares. La interesada nos decía que al fallecer su hija -madre de sus 3 nietos- los 
menores habían quedado al cuidado exclusivo de su padre, y que lamentablemente estos sufrían 
muchas carencias ya que éste se encontraba en situación de desempleo. Por dicho motivo pedía algún 
tipo de ayuda o subsidio ante la precaria situación que atravesaban.

Los medios de comunicación se han venido haciendo eco asimismo de casos de menores en situación de 
desnutrición, lo que ha motivado nuestra intervención de oficio. Es lo que aconteció en la queja 16/6265 
tras conocer el fallecimiento en el hospital materno infantil de Málaga de un niño, con síntomas de padecer 
grave desnutrición e incluso posibles malos tratos.

Tras incoar el expediente de queja interesamos de la corporación local la emisión de un informe sobre las 
circunstancias que rodean el suceso, concretamente sobre los antecedentes de intervenciones sociales 
con sus padres o familia extensa, y además si desde la unidad de trabajo social del hospital donde nació 
el menor se alertó a los servicios sociales comunitarios de algún indicador de riesgo. El informe emitido 
por el Área de Servicios Sociales del Ayuntamiento relata que la madre y su familia extensa trasladaron su 
residencia a Valladolid en 2007. Con anterioridad sí intervinieron a demanda de la familia pero desde su 
marcha no les constaba ninguna nueva demanda de intervención a los servicios sociales. 

1.9.2.1.5 Ayudas por tercer hijo y parto múltiple 
Esta institución ha venido tramitando en los ejercicios 2015 y 2016 diferentes expedientes de queja 
referidos al Decreto 137/2002, de 30 de abril, de apoyo a las familias andaluzas, y en concreto a las ayudas 
económicas establecidas en su artículo 4, destinadas a las unidades familiares que al nacer su tercer o 
sucesivo hijo o hija tuviesen otro o más hijos o hijas menores de tres años; y también en su artículo 5, que 
regula una ayuda económica  calculada en función del número de hijos nacidos en un parto múltiple, 
por cada año y durante los tres primeros años de vida.

Las personas que de forma sucesiva nos han ido trasladando sus quejas coinciden en haber presentado 
su solicitud de ayuda económica en tiempo y forma, reuniendo todos los requisitos exigidos por dicha 
normativa para ser beneficiarios de tales ayudas. Sin embargo, a pesar del tiempo transcurrido desde su 
solicitud -en algunos casos la demora acumula varias anualidades- siguen sin tener respuesta expresa 
a la misma, y por tanto sin haber percibido la ayuda comprometida por la Administración en la aludida 
disposición reglamentaria.
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Para la solución de este problema formulamos 
una Recomendación a la Consejería de Igualdad y 
Políticas Sociales para que fuesen dictadas aquellas 
instrucciones u órdenes de servicio necesarias para 
que las unidades administrativas competentes puedan 
acometer la resolución de las solicitudes pendientes de 
tramitación relativas a expedientes de ayudas económicas 
contempladas en los artículos 4 y 5 del Decreto 137/2002, 
para lo cual será preciso incluir crédito presupuestario 
idóneo en el correspondiente anteproyecto de Ley de 
Presupuestos o, en su caso, realizar las modificaciones 
presupuestarias necesarias para dicha finalidad.

También pedimos que se adoptasen las medidas 
necesarias para evitar la reiteración de situaciones 
similares en futuras anualidades.	

A este respecto, en el mes de julio de 2016, recibimos 
un oficio de la Administración informando que se estaba 
revisando la normativa de aplicación a tales ayudas 
económicas, de lo cual se podría concluir que el asunto 
se encontraba en vías de solución.

No obstante, a punto de finalizar el ejercicio 2016 seguíamos sin disponer de información sobre la solución 
acordada para las familias afectadas, a lo cual se añaden las nuevas familias que han seguido solicitando 
las citadas ayudas económicas -pues no olvidemos que la reglamentación que convoca y regula las ayudas 
sigue en vigor- y que se quejan ante esta Institución, al igual que las anteriores, de no obtener respuesta 
a su solicitud tal como está previsto en la legislación.

En esta tesitura hemos dirigido un nuevo escrito a la Consejería reproduciendo los mismos argumentos 
que planteamos en nuestra resolución y solicitamos actuaciones concretas ante las Recomendaciones que 
formulábamos para garantizar a las personas afectadas una respuesta expresa a su solicitud, para lo cual sería 
necesaria la previa habilitación de presupuesto que dotara de cobertura a las obligaciones comprometidas 
tras la publicación y entrada en vigor de la Orden que regula y convoca las ayudas económicas.

A la fecha de redacción de este informe no hemos recibido respuesta a esta última petición relacionada 
con la Recomendación que efectuamos en el expediente de (queja 15/0048), aunque en algunos de los 
expedientes de queja vinculados a éste las personas interesadas nos han comunicado que su problema 
concreto había quedado solucionado, procediendo la Consejería a abonarle las cantidades comprometidas.

1.9.2.2 Maltrato a menores
Otro de los aspectos destacados de nuestra actuación como Defensor del Menor es el relativo a las denuncias 
por malos tratos a menores, causante de daño físico o psíquico. Muy relevantes son las denuncias de 
maltrato sexual y por su peculiaridad también se han de destacar las denuncias relativas al maltrato sufrido 
por menores en su relación con las instituciones públicas.

En cuanto al maltrato físico, es frecuente -en caso de ruptura conflictiva de la pareja- que la denuncia de malos 
tratos a los hijos la formule un progenitor contra el otro, demandando a su vez una modificación del régimen 
de visitas. Así en la queja 16/2587 la interesada solicita que se proteja a su hija ante la denuncia de abusos 
sexuales por parte del padre. También en la queja 16/4180 una madre relata la denuncia presentada al 
Juzgado relatando que el padre abusa sexualmente de su hija y pide que se actúe al respecto. Por su parte, en 
la queja 16/5114 la interesada nos traslada su sospecha de que la hija de su actual pareja pudiera ser víctima 
de abusos sexuales por la actual pareja de la madre, y por ello solicita que se actúe para modificar el régimen 
de guarda y custodia.

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/pedimos-que-se-resuelvan-ya-las-solicitudes-de-ayuda-por-nacimiento-de-hijo-o-hija-pendientes
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